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Colpensiones
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1. CAUSACIÓN DE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003. - Establecen los numerales 1º y 2º del artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, que tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes, los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesgo común que fallezca, y también los miembros del grupo familiar del afiliado del sistema general de pensiones que fallezca, siempre y cuando éste hubiere cotizado cincuenta semanas dentro de los tres años anteriores al fallecimiento.

2. LEY 71 DE 1988. - Dispone el artículo 7º de la Ley 71 de 1988, que a partir de la vigencia de dicha ley, “los empleados oficiales y trabajadores que acrediten veinte (20) años de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión social que hagan sus veces, del orden nacional, departamental, municipal, intendencial, comisarial o distrital y en el Instituto de los Seguros Sociales, tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan sesenta (60) años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o más si es mujer”.

En consecuencia, además de la edad prevista (60 ó 55 años según se trate de hombre o mujer) para acceder a la pensión por aportes se requiere acreditar 20 años de servicios, que en términos de semanas representa 1028,57, si se toman años de 360 días, o 1042,85, si se tienen en cuenta años de 365 días.

Así lo ha sostenido la Sala de Casación Laboral en sentencias de 24 de abril de 2013 radicación Nº 42.192, SL 5062 de 29 de abril de 2015 radicación No. 48298 y más recientemente en la SL 13153 de 24 de agosto de 2016 radicación Nº 50.896 ésta última con ponencia del Magistrado Fernando Castillo Cadena,
3. VALOR NORMATIVO DE LAS SENTENCIAS PROFERIDAS POR LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. - La Corte Constitucional en la sentencia C-836 de 2001, al abordar el tema de doctrina probable manifestó que la Corte Suprema de Justicia como juez de casación se le ha encomendado el deber de unificar la jurisprudencia nacional en la jurisdiccional ordinaria, situación que lleva a la propia Corte y a los jueces de esa jurisdicción a no apartarse por su sola voluntad de la jurisprudencia que sobre un mismo tema ha construido el alto tribunal, pues precisamente la razón de su existencia es diseñar el orden que garantice la igualdad. Para apartarse de la doctrina probable los jueces están obligados a tener unas magníficas razones jurídicas que pongan en evidencia la equivocación del razonamiento que viene aplicando la respectiva Sala de Casación.
(…)

De otro lado y como quiera que en ocasiones se pretende en los procesos ordinarios laborales que se aplique con carácter obligatorio las decisiones proferidas en la jurisdicción constitucional, en la sentencia SL13657 de 7 de octubre de 2015 radicación Nº 56.315, trayendo a colación lo dicho en la sentencia CSJ SL, 13 de mayo de 2005 radicación Nº 24310, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia manifestó:

“En este punto es de acotar que lo considerado por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Girardot en el fallo de tutela del 10 de febrero de 1998, confirmado por la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cundinamarca el 27 del mismo mes y año, no ata ni obliga a la justicia ordinaria laboral, en primer lugar por tratarse de una decisión tomada como mecanismo transitorio y en segundo término porque sólo son de obligatorio cumplimiento y con efecto erga omnes en su parte resolutiva las sentencias de inexequibilidad proferidas por la Corte Constitucional como resultado del examen de las normas legales, ya sea por vía de acción, de revisión previa o con motivo del ejercicio del control automático de constitucionalidad conforme lo consagra el artículo 48 de la Ley 270 de 1996, en tanto que la tutela únicamente surte efectos interpartes de acuerdo con el art. 36 del Decreto 2591 de 1991”.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, trece de septiembre de dos mil diecisiete, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 2 de febrero de 2017, dentro del proceso que promueve la señora ALBA LUCERO TABORDA TABORDA en nombre propio y en representación de su hija menor de edad MARÍA DEL MAR MAZUERA TABORDA en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2016-00085-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende la señora Alba Lucero Taborda Taborda que la justicia laboral declare que ella y su hija menor de edad María del Mar Mazuera Taborda tienen derecho a que se les reconozca la pensión de sobrevivientes causada con el deceso del señor Horacio Mazuera Chamorro de conformidad con lo establecido en el parágrafo 1º del artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003.

Con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 22 de julio de 2014 en un 50% para cada una de ellas, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales.

Refiere que: El 22 de enero de 2014 falleció el señor Horacio Mazuera Chamorro, momento en el que finalizaron 12 años de convivencia continua e ininterrumpida con ella, habiendo procreado a su hija María del Mar Mazuera Taborda; en su vida laboral cotizó 987 semanas en el régimen de prima media con prestación definida; estuvo vinculado en el sector público en diferentes etapas, acumulando en ese sector un total de 322 semanas de servicios, que sumadas a las cotizadas en el ISS arrojan un total de 1309 semanas; el causante no tramitó ni recibió indemnización sustitutiva de la pensión, ni devolución de aportes; el 3 de septiembre de 2015 solicitó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, la cual fue negada a través de la resolución Nº GNR 384643 de 27 de noviembre de 2015 en donde adicionalmente se informa que la prestación ya había sido negada anteriormente por medio de las resoluciones GNR 348742 de octubre de 2014, GNR 56748 de febrero 2015 y VPB 54985 de 2015.
Al contestar la demanda –fls.53 a 59- la Administradora Colombiana de Pensiones acepta la fecha de deceso del señor Mazuera Chamorro, el contenido de los actos administrativos relacionados anteriormente y aclaró que dentro de las 987 semanas referenciadas en el libelo introductorio, se encuentran los tiempos de servicios prestados por el causante en el sector público. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de “Inexistencia de la obligación”, “Improcedencia del cobro de intereses moratorios” y “Prescripción”.
En sentencia de 2 de febrero de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Horacio Mazuera Chamorro para el momento en el que falleció el 22 de julio de 2014 tenía el status de pensionado, en consideración a que, siendo beneficiario del régimen de transición dispuesto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, cumplió 60 años de edad el 22 de diciembre de 2007, y dando aplicación al sentencia SU 769 de 2014 de la Corte Constitucional que dio vía para sumar tiempos públicos y privados para acreditar la densidad de semanas exigida en el Acuerdo 049 de 1990, el causante le fueron reconocidas 999 semanas por parte de Colpensiones entre semanas cotizadas en el sector público y tiempo de servicios en el sector privado, que sumadas a las 8.57 semanas que se encuentran en mora por parte del empleador “Sintra Areba” de los ciclos de enero y febrero del año 2008, demuestra un total de 1007,57 semanas entre el sector público y privado, las cuales resultaban suficientes para que se le reconociera en vida la pensión de vejez por cumplir los requisitos del Acuerdo 049 de 1990.
Por lo expuesto, concluyó que el señor Mazuera Chamorro dejó causada a favor de sus beneficiarias Alba Lucero Taborda Taborda y María del Mar Mazuera Taborda, quienes acreditaron la calidad de compañera permanente e hija del causante respectivamente, a partir del 22 de julio de 2014 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales, y en un 50% para cada una de ellas.
Seguidamente condenó a la entidad accionada a reconocer y pagar por concepto de retroactivo pensional causado entre el 22 de julio de 2014 y el 31 de enero de 2017, la suma de $10.526.973, así como los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, pero a partir de la ejecutoria de la sentencia y hasta que se verifique el pago total de la obligación.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde determinar cómo PROBLEMA A RESOLVER, el que a continuación se plantea:

¿Dejó causada el señor Horacio Mazuera Chamorro la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
1. CAUSACIÓN DE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003.

Establecen los numerales 1º y 2º del artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, que tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes, los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesgo común que fallezca, y también los miembros del grupo familiar del afiliado del sistema general de pensiones que fallezca, siempre y cuando éste hubiere cotizado cincuenta semanas dentro de los tres años anteriores al fallecimiento.

2. LEY 71 DE 1988.

Dispone el artículo 7º de la Ley 71 de 1988, que a partir de la vigencia de dicha ley, “los empleados oficiales y trabajadores que acrediten veinte (20) años de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión social que hagan sus veces, del orden nacional, departamental, municipal, intendencial, comisarial o distrital y en el Instituto de los Seguros Sociales, tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan sesenta (60) años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o más si es mujer”.

En consecuencia, además de la edad prevista (60 ó 55 años según se trate de hombre o mujer) para acceder a la pensión por aportes se requiere acreditar 20 años de servicios, que en términos de semanas representa 1028,57, si se toman años de 360 días, o 1042,85, si se tienen en cuenta años de 365 días.

Así lo ha sostenido la Sala de Casación Laboral en sentencias de 24 de abril de 2013 radicación Nº 42.192, SL 5062 de 29 de abril de 2015 radicación No. 48298 y más recientemente en la SL 13153 de 24 de agosto de 2016 radicación Nº 50.896 ésta última con ponencia del Magistrado Fernando Castillo Cadena, en donde señaló:

“Ahora bien, si la Corte analizara el asunto bajo el actual criterio jurisprudencia vertido en la sentencia CSJ SL, 4457-2014, 26 marzo 2014 rad. 43904, y a la luz de la Ley 71 de 1988, que también constituye una de las normatividades anteriores aplicables en virtud del régimen de transición, tampoco le asistiría derecho al demandante, toda vez que, de entender que el actor cotizó un total de 1.027 semanas, no cumple con la exigencia de 20 años de servicios del artículo 7 de la dicha normativa, los cuales equivalen a 1028,57 semanas..”
3. VALOR NORMATIVO DE LAS SENTENCIAS PROFERIDAS POR LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.
La Corte Constitucional en la sentencia C-836 de 2001, al abordar el tema de doctrina probable manifestó que la Corte Suprema de Justicia como juez de casación se le ha encomendado el deber de unificar la jurisprudencia nacional en la jurisdiccional ordinaria, situación que lleva a la propia Corte y a los jueces de esa jurisdicción a no apartarse por su sola voluntad de la jurisprudencia que sobre un mismo tema ha construido el alto tribunal, pues precisamente la razón de su existencia es diseñar el orden que garantice la igualdad. Para apartarse de la doctrina probable los jueces están obligados a tener unas magníficas razones jurídicas que pongan en evidencia la equivocación del razonamiento que viene aplicando la respectiva Sala de Casación.

“… la fuerza normativa de la doctrina probable proviene (1) de la autoridad otorgada constitucionalmente al órgano encargado de establecerla, unificando la jurisprudencia ordinaria nacional; (2) del carácter decantado de la interpretación que dicha autoridad viene haciendo del ordenamiento positivo, mediante una continua confrontación  y adecuación a la realidad social y; (3) del deber de los jueces respecto de a) la igualdad frente a la ley y b) la igualdad de trato por parte de las autoridades y; (4)  del principio de buena fe que obliga también a la rama jurisdiccional, prohibiéndole actuar contra sus propios actos.  Por otra parte, la autoridad de la Corte Suprema para unificar la jurisprudencia tiene su fundamento en la necesidad de garantizar los derechos fundamentales de las personas y esta atribución implica que la Constitución le da un valor normativo mayor o un “plus” a la doctrina de esa alta Corporación que a la del resto de los jueces de la jurisdicción ordinaria.  Ello supone que la carga argumentativa que corresponde a los jueces inferiores para apartarse de la jurisprudencia decantada por la Corte Suprema es mayor que la que corresponde a éste órgano para apartarse de sus propias decisiones por considerarlas erróneas.”.

De otro lado y como quiera que en ocasiones se pretende en los procesos ordinarios laborales que se aplique con carácter obligatorio las decisiones proferidas en la jurisdicción constitucional, en la sentencia SL13657 de 7 de octubre de 2015 radicación Nº 56.315, trayendo a colación lo dicho en la sentencia CSJ SL, 13 de mayo de 2005 radicación Nº 24310, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia manifestó:

“En este punto es de acotar que lo considerado por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Girardot en el fallo de tutela del 10 de febrero de 1998, confirmado por la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cundinamarca el 27 del mismo mes y año, no ata ni obliga a la justicia ordinaria laboral, en primer lugar por tratarse de una decisión tomada como mecanismo transitorio y en segundo término porque sólo son de obligatorio cumplimiento y con efecto erga omnes en su parte resolutiva las sentencias de inexequibilidad proferidas por la Corte Constitucional como resultado del examen de las normas legales, ya sea por vía de acción, de revisión previa o con motivo del ejercicio del control automático de constitucionalidad conforme lo consagra el artículo 48 de la Ley 270 de 1996, en tanto que la tutela únicamente surte efectos interpartes de acuerdo con el art. 36 del Decreto 2591 de 1991”.

De hecho, en más reciente providencia, la  SL17021 de 16 de noviembre de 2016 Radicación n.° 48671, Magistrada ponente, CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO, la Sala de Casación Laboral expresó sobre el tema que:
“En las condiciones ilustradas, los fallos de la Corte Suprema de Justicia no son inconstitucionales, como lo asegura el recurrente, sino que, por el contrario, tienen un arraigado y fuerte sustento en la misma Constitución. Por ello, no hay razón suficiente para cambiar la jurisprudencia ni para en ejercicio de la excepción de inconstitucionalidad, inaplicar un precepto que evidentemente desarrolla e interactúa con la Carta Magna. Hacerlo, sí constituiría una afrenta al orden jurídico. Por estas razones, la Corte no acogió la línea jurisprudencial vertida en las sentencias de tutela citadas por el recurrente, pues, en definitiva, existían superiores argumentos para no seguirla y continuar con el precedente propio. De otra parte, no sobra recordar que esos fallos de tutela, en los términos del numeral 2 del artículo 48 de la Ley 270 de 1996 «tienen carácter obligatorio únicamente para las partes» y «su motivación sólo constituye criterio auxiliar para la actividad de los jueces».”
EL CASO CONCRETO

Concluyó la funcionaria de primer grado, que el señor Horacio Mazuera Chamorro dejó causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios, en consideración a que en vida reunió los requisitos exigidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y en el Acuerdo 049 de 1990 para que se le reconociera la pensión de vejez, es decir, que el causante tenía el status de pensionado.

En virtud al grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de la Administradora Colombiana de Pensiones, se analizará, si tal y como lo concluyó la a quo, el señor Horacio Mazuera Chamorro dejó causada la pensión de sobrevivientes bajo esos parámetros.

Según el registro civil de nacimiento expedido por la Notaría Única del Círculo de Zarzal –fl.29-el señor Mazuera Chamorro nació el 22 de diciembre de 1947, lo que indica que para el 1º de abril de 1994, tenía cumplidos 46 años de edad, lo que lo hacía beneficiario del régimen de transición dispuesto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.
Como se aprecia en el certificado de información laboral emitido por la Alcaldía Municipal de Zarzal Valle del Cauca –fl.39- y en la historia laboral allegada por la Administradora Colombiana de Pensiones –fls.166 a 170- el causante prestó sus servicios en el sector público e hizo cotizaciones al régimen de prima media con prestación definida administrado ahora por Colpensiones, por lo que los regímenes pensionales de los que podía beneficiarse eran los previstos en la Ley 71 de 1988 y en el Acuerdo 049 de 1990.

Exige la Ley 71 de 1988, que sus afiliados hombres cumplan 60 años de edad y hagan aportes en el sector público y privado correspondientes a 20 años. Él cumplió los 60 años de edad el 22 de diciembre de 2007 y de acuerdo con los documentos referenciados anteriormente, entre cotizaciones hechas en el régimen de prima media con prestación definida y los tiempos de servicios en el sector público acumula 958,46 semanas de aportes (contabilizándose en ellas las 8.57 semanas en mora que reporta el empleador “Sintra Areba” en los ciclos de enero y febrero del año 2008), las cuales corresponden a 18.64 años de servicios, que resultan insuficientes para alcanzar el status de pensionado, sin que tampoco sean suficientes las 990 semanas de aportes reconocidas por Colpensiones en la resolución Nº GNR 384643 de 27 de noviembre de 2015 –fls.104 a 106-, ya que esa densidad equivale a 19.25 años de aportes.
Tampoco alcanzó a reunir el señor Mazuera Chamorro la totalidad de requisitos exigidos en el Acuerdo 049 de 1990, ya que si bien los 60 años de edad los cumplió el 22 de diciembre de 2007, la verdad es que en toda su vida laboral cotizó al régimen de prima media con prestación definida un total de 462.03 semanas, incluidas las 8,57 semanas de los ciclos de enero y febrero de 2008 que se encuentran en mora.

Es del caso señalar que en aras de acceder a la pensión de vejez establecida en el Acuerdo 049 de 1990, no resulta posible acumular a las cotizaciones efectivamente realizadas al régimen de prima media con prestación definida administrado por el ISS hoy Colpensiones con los tiempos de servicios públicos prestados por el causante a la Alcaldía Municipal de Zarzal entre los años 1968 y 1985, pues para esa época estaba vigente el Acuerdo 224 de 1966 que no tenía prevista la afiliación de estos servidores al régimen de los seguros sociales obligatorios, pues ellos se guiaban por disposiciones propias de las entidades estatales; por lo que al no haber estado afiliado al ISS, equivocado resultaría ordenarle a esa entidad que reconociera una prestación con base en tiempos que no fueron debidamente cotizados en ese régimen pensional.

A más de lo anterior, ha sido uniforme la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en sostener que esa acumulación de tiempos no resulta válida para reconocer la pensión de vejez prevista en ese cuerpo normativo, posición que reiteró en sentencia SL13153 de 24 de agosto de 2016 radicación Nº 50.896 con ponencia del Magistrado Fernando Castillo Cadena, en los siguientes términos:

“De manera reiterada se ha sostenido que a quien apoyado en el régimen de transición busca la aplicación del Acuerdo 049 de 1990, no se le pueden sumar tiempos servidos en el sector oficial con las cotizaciones realizadas al sistema, por cuanto dicha disposición no prevé esa sumatoria; de tal suerte que debe cumplir con la densidad de 1000 semanas en cualquier tiempo, pero se insiste, cotizadas al ISS, o 500 en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad mínima, requisito que el demandante no reúne, en la medida que solo cotizó 771.5 semanas en toda su vida laboral de las cuales 309 lo fueron entre el 28 de agosto de 1987 y el 28 de agosto de 2007.”.

Bajo tales parámetros, a pesar de que la Corte Constitucional en sentencias de tutela ha expresado que es posible la acumulación de tiempos de servicios en el sector público con las cotizaciones efectivamente realizadas al régimen de prima media con prestación definida con el fin de acreditar la densidad exigida en el Acuerdo 049 de 1990, la verdad es que la Sala Mayoritaria considera que las razones del órgano encargado por la Constitución y la Ley para unificar la jurisprudencia de la jurisdicción ordinaria contienen un contundente análisis jurídico que permite precisar los motivos que impiden sumar tiempos públicos y privados para reconocer prestaciones con el Acuerdo 049 de 1990 y en razón de ello se acoge a su línea.

Así las cosas, se tiene entonces que el señor Horacio Mazuera Chamorro no cumplió en vida los requisitos exigidos para que se le reconociera la pensión de vejez prevista en el Acuerdo 049 de 1990 ni la pensión de jubilación por aportes establecida en la Ley 71 de 1988, por lo que al no tener el status de pensionado, no dejó causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios.

Tampoco la dejó causada bajo las reglas señaladas en el numeral 2º del artículo 46 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, ya que dentro de los tres años anteriores a su deceso ocurrido el 22 de julio de 2014, como se ve en el registro civil expedido por la Notaría Única del Circulo de Zarzal –fls.71 y 72-, no tiene semanas cotizadas al sistema general de pensiones, según se observa en la historia laboral allegada por la entidad accionada –fls.166 a 170-, a pesar de haber cotizado 462.03, de las cuales 169.29 fueron efectuadas antes del 1º de abril de 1990.

En el anterior orden de ideas, al no haber dejado causada el señor Horacio Mazuera Chamorro la pensión de sobrevivientes en favor de sus beneficiarios, no es posible acceder a las pretensiones de la demanda y en consecuencia se revocará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, para en su lugar absolver a la Administradora Colombiana de Pensiones de las mismas.

Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR EN SU INTEGRIDAD la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 2 de febrero de 2017.
SEGUNDO. ABSOLVER a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES de las pretensiones de la demanda.
TERCERO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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